
QUE EXPIDE LA LEY QUE CREA EL INSTITUTO NACIONAL DE APOYO Y FOMENTO AL 

MICROCRÉDITO, A CARGO DEL DIPUTADO FRANCISCO ALBERTO JIMÉNEZ MERINO, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI  

Con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 55, 

fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General, sometemos a consideración de esta 

honorable Cámara de Diputados la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide la Ley que crea 

el Instituto Nacional de Apoyo y Fomento al Microcrédito, a fin de que personas y familias de escasos recursos 

puedan acceder al crédito para poner en marcha proyectos productivos, que les permitan incrementar sus ingresos, 

en virtud de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La pobreza en la que se encuentra más de la mitad de la población nacional caracterizada por 20 millones de 

personas en pobreza alimentaria; 26 millones en pobreza de capacidades; 19 millones de mexicanos que viven con 

menos de 57 pesos diarios, 7 millones de jóvenes que no estudian ni trabajan; y 13 millones que se dedican al 

comercio informal, debe hacemos reflexionar acerca de la pertinencia de lo que hoy hacemos como legisladores y 

como gobierno para atender éste, nuestro mayor problema socioeconómico. 

El microcrédito no ha sido negocio para los bancos, en su mayoría privados y en manos extranjeras. 

Más de 17 millones de micro pequeñas y medianas empresas con menos de 50 trabajadores en su plantilla no 

tienen, salvo en contadas excepciones, opciones a dónde acudir para obtener préstamos que les permita crecer. Más 

agudo es el problema para las micro y pequeñas. 

Carentes de apoyos técnicos, tecnología, diseño y promoción de mercados, pero fundamentalmente de fondos para 

adquirir la materia prima con la que manufacturan sus productos, no les es posible sostenerse más de 2 años. Es un 

drama socioeconómico grave que quien tiene capacidad emprendedora, no puede acceder a los recursos que le 

permitan un desarrollo gradual y exitoso. 

Miles de mexicanos ven así perder la oportunidad de desarrollar un negocio y fortalecer su economía. Miles de 

artesanos, de pescadores, de muebleros, dueños de fondas y restaurantes, de expendios y proyectos turísticos, 

ecoturísticos y turismo de naturaleza, han visto truncado su anhelo de tener su empresa. 

El momento por el que atraviesa la economía mexicana es complejo, ello como consecuencia de una grave crisis 

internacional, de la cual México no ha sido capaz de mantenerse al margen resintiendo los efectos negativos de 

dicho fenómeno económico. 

Sin embargo, es importante mencionar que estas consecuencias son producto de la suma de errores y malas 

decisiones que se han venido presentando durante los últimos diez años, resultando afectados los grupos más 

vulnerables y en situación de marginación y pobreza, quienes han tenido que enfrentar las adversidades emanadas 

de la crisis. 

En este orden de ideas, el Poder Legislativo, preocupado por generar un entorno favorable que permita el 

desarrollo pleno de las personas en situación de desventaja, se ha dado a la tarea de diseñar estrategias que incidan 

de manera positiva en el ingreso de las familias mexicanas. 

Es por ello que, ante este panorama adverso, se propone crear una institución gubernamental con la capacidad de 

generar impactos positivos inmediatos que coadyuven a mejorar la precaria situación de millones de mexicanos, a 

través de un microcrédito, el cual les permita poner en marcha pequeños negocios o desarrollar proyectos que les 

permitan generar un ingreso. 



Se propone crear un organismo público con personalidad jurídica y patrimonio propio, tentativamente, denominado 

“Instituto Nacional de Apoyo y Fomento al Microcrédito”.  

Cuyo objetivo es ser una institución del Estado que otorgue crédito a todas aquellas personas que se ubican en 
algún nivel de pobreza y, que por tanto, no tienen acceso al mercado formal de crédito. 

Tiene como misión principal mejorar la calidad de vida de las personas mediante el otorgamiento de microcréditos 

a personas en situación de pobreza, que habitan en el medio rural y urbano, contribuir a mejorar sus desigualdades, 

permitiéndoles, con ello, mejorar su ingreso y por ende, su calidad de vida. 

Los recursos que integrarán a la institución crediticia se obtendrán a partir de la reasignación y redistribuci6n de los 

diferentes programas gubernamentales que tienen como objetivo otorgar apoyos para el fomento de proyectos 

productivos sociales. 

El objetivo de la propuesta es contar con una institución pública que promueva y fomente el crédito dirigido a 

personas de escasos recursos, a tasas preferenciales que se ubican por debajo de los niveles comerciales y a plazos 

considerables. 

Cabe destacar que ante la ausencia de una banca de desarrollo, el Grupo Parlamentario del PRI en la Cámara de 

Diputados ha presentado una propuesta para subsanar esta deficiencia, es imperativo diseñar un esquema financiero 

que permita a las personas en situación de pobreza emprender proyectos sociales familiares que les permitan 

generar un ingreso. 

Este instituto inyectará de manera directa recursos a las microfinancieras que existen en el mercado con el objetivo 

de que estas reduzcan sus tasas de interés, haciéndolas más accesibles para las personas. De igual forma, se 

pretende flexibilizar los criterios y requisitos para quienes desean un crédito. 

Por otra parte, a fin de no incrementar el monto de cartera vencida que pudiera presentarse debido al alto riesgo de 

este tipo de crédito, se deberán establecer parámetros sencillos y claros que otorguen facilidades para el acceso a 

este tipo de crédito. 

La utilidad financiera se sustenta en la hipótesis de que al prestar a una tasa de interés menor a la comercial, el 

número de solicitudes de crédito será mayor con respecto a la que se presentan instituciones denominadas de 

ahorro y préstamo. 

Instituciones como las mencionadas ofrecen crédito a personas que no pueden acceder al mercado bancario, sin 

embargo, las tasas de interés, en algunos casos, llegan a ser superiores al cien por ciento, fenómeno que se conoce 

como “usura”. El argumento que utilizan es que el bajo nivel de recuperación del capital los obliga a cobrar tasas 

tan elevadas. 

El otorgamiento de microcréditos ha demostrado ser una alternativa viable para combatir los niveles de pobreza en 

países como Bangladesh, España, Argentina y Colombia, naciones en las que se ha puesto en marcha esta 

modalidad de financiamiento permitiéndoles contribuir a la mejoría de las clases más necesitadas. 

A diferencia de los países mencionados, en México, el objetivo es que dicha institución forme parte de la estructura 

financiera del Estado, ya que ello permitirá evitar la usura, el agiotismo y el abuso de particulares que buscan 

obtener una ganancia. 

De igual forma, este organismo público será el detonante de una nueva banca de desarrollo que contribuya al 

impulso de proyectos para la pequeña y mediana empresa, en los diferentes sectores productivos. 



La propuesta que ahora se presenta, forma parte de un conjunto de acciones legislativas que tiene por objeto sentar 

las bases del desarrollo social sobre la plataforma institucional que permita lograr mejores resultados en el combate 

a la pobreza, la marginación y la desigualdad. 

En el Grupo Parlamentario del PRI nos hemos dado a la tarea de evaluar el estatus en que se encuentra nuestro 

país, abarcando los ámbitos políticos, económicos, pero sobre todo, sociales, a fin de tener un panorama amplio de 

las principales problemáticas que agobian a las mujeres y hombres que habitamos en México. 

Producto de lo anterior, es que emprendemos la labor de realizar un cambio estructural de los principales 

componentes sociales, a diferencia de la actual administración que supone que la mayoría de estos se pueden 

solucionar de manera coyuntural o inercial. 

Las reformas que hemos propuesto y otras que presentaremos, están encaminadas a construir un entorno más 

favorable para el desarrollo de actividades económicas de alto impacto social, las cuales, en el mediano y largo 

plazo, permitan a los más de 54 millones de pobres, encontrar una alternativa a su problema. 

Durante los últimos años se han hecho grandes negocios con los bancos e instituciones financieras, presentándose, 

en algunos casos, negociaciones que sólo benefician a unos cuántos, quedando sin protección los usuarios de los 

servicios financieros. 

Asimismo, esta transformación del sistema financiero mexicano ha provocado grandes huecos y lagunas, 

principalmente en lo referente al crédito, ya que los requisitos para ser beneficiario de un financiamiento se han 

convertido en un obstáculo que limita el potencial de crecimiento de las personas emprendedoras. 

Todos hemos sido testigos de los millones de micronegocios o negocios familiares de limitada capacidad, los 

cuales, de contar con financiamiento, podrían crecer, generando empleos y mayores ingresos para las personas. Sin 

embargo, el acceso limitado al crédito no permite detonar este tipo de actividades económicas. 

Qué decir de los millones de personas de escasos recursos, hombres y mujeres, que tienen la intención de poner en 

marcha un pequeño negocio, el cual sea un paliativo para superar su precaria situación. 

En razón de lo antes expuesto sometemos a la consideración de esta honorable soberanía la siguiente iniciativa con 

proyecto de 

Decreto 

Único. Se expide la Ley que crea el Instituto Nacional de Apoyo y Fomento al Microcrédito, quedando de la 

siguiente manera: 

Ley del Instituto Nacional de Apoyo y Fomento al Microcrédito  

Capítulo I 

Lineamientos Generales 

Artículo 1. La presente Ley es de orden público y observancia general en los Estados Unidos Mexicanos y tiene 

por objeto crear el Instituto Nacional de Apoyo y Fomento al Microcrédito (Inafom), institución encargada de 

participar directamente en el mercado crediticio dirigido a las personas de bajos ingresos. 

De igual forma, a fin de no generar afectaciones sobre el sistema financiero nacional, el Inafom se apegará a lo 

establecido en el artículo 2 de la Ley de Uniones de Crédito. 



Artículo 2. El Instituto Nacional de Apoyo y Fomento al Microcrédito (Inafom) es un organismo público, 

descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propios. 

Artículo 3. El ámbito de competencia y de intervención del Inafom incluye a todas aquellas instituciones 

financieras públicas y privadas, conformadas de acuerdo a la normatividad del sistema financiero mexicano, y que 

en el conjunto de productos financieros incluya una cartera destinada a otorgar microcréditos. 

Artículo 4. Para los efectos de esta Ley se entenderá como 

I. Comisión. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

II. Microcrédito. El crédito otorgado bajo las condiciones y requerimientos de la institución financiera y que se 

ubique en el rango de los un mil y los diez mil pesos. 

III. Cliente. La persona titular del crédito o en su caso, quien aparezca como deudor solidario. 

IV. Financiera. La institución que otorga el crédito o financiamiento. 

V. Tasa. El porcentaje que sobre el monto total cobrará la financiera al cliente por el crédito otorgado en el plazo 

establecido. 

VI. Instituto. Instituto Nacional de Apoyo y Fomento al Microcrédito. 

VII. Secretaría. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Artículo 5. En lo no previsto por esta Ley, a instituciones públicas y privadas que participan en la materia se les 

aplicarán en el orden siguiente: 

I. Las leyes mercantiles, financieras y crediticias; 

II. El Código Civil Federal; 

III. La Ley Federal de Procedimiento Administrativo respecto de la tramitación de los recursos. 

IV. El Código Fiscal de la Federación respecto de la actualización de multas. 

Capítulo II 

De su Funcionamiento 

Artículo 6. El Inafom es un organismo público descentralizado del gobierno federal y participará de manera 

directa y activa en el mercado de los microcréditos mediante la aportación de recursos públicos para financiar a las 

instituciones financieras que otorgan esta modalidad de crédito. 

Artículo 7. El Instituto no perseguirá algún fin de lucro o de obtención de beneficio. De igual forma, no otorgará 

microcréditos o créditos directamente a los clientes o beneficiarios. 

Será atribución exclusiva de las instituciones financieras otorgar el crédito, previo cumplimiento de los requisitos 

solicitados y aprobación de la solicitud de crédito. 

Artículo 8. El monto que el instituto aporte para el apoyo y fomento de los microcréditos a las financieras será el 

equivalente al 20 por ciento del total del mercado crediticio. 



Artículo 9. Los recursos aportados por el Instituto se distribuirán entre las financieras de acuerdo a: 

a) El número total de clientes o beneficiarios de microcréditos. 

b) El número de sucursales o representaciones con que cuenta la financiera en el territorio nacional. 

c) El capital destinado por la Financiera para otorgar microcréditos. 

Articulo 10. El Instituto enviará a la Secretaría un informe semestral de los movimientos financieros, crediticios y 

de inversión que se realicen. 

De igual forma, publicará en su página web y en los medios de comunicación masivos, los estados financieros que 

respalden las actividades que realiza este organismo. 

Artículo 11. La Secretaría y el Instituto podrán solicitar la opinión del Banco de México, así como de las 

Comisiones Nacionales Bancaria y de Valores, y de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, cuando para el mejor cumplimiento de las atribuciones que le confiere la presente Ley, 

lo estime procedente. 

Podrá consultar se a la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, 

en los casos en que requiera su opinión y de conformidad con las atribuciones conferidas a esta última 

Capítulo III 

De las Financieras  

Artículo 12. Las Financieras constituidas bajo los lineamientos establecidos en las diversas normatividades del 

sistema financiero mexicano, tienen la obligación irrestricta de cumplir con lo siguiente. 

I. Enviar un informe trimestral al Instituto respecto al número de microcréditos otorgados, el monto total a que 

ascienden dichos créditos y la información personal básica de los clientes, de acuerdo con lo establecido en el 

marco jurídico de la protección de datos personales. 

II. En caso de que alguna solicitud de microcrédito no sea autorizada, deberá informar de manera clara y 

detallada al cliente respecto a las causas que motivaron dicho rechazo. 

III. Cumplir con los lineamientos establecidos por el Instituto en materia de microcréditos y en las tasas 

aplicables a los clientes o beneficiarios. 

Artículo 13. Para ser beneficiaria de los recursos públicos destinados al apoyo e impulso del microcrédito, las 

Financieras deberán contar, con representaciones o sucursales regionales que atiendan a un máximo de dos 

entidades federativas. 

Artículo 14. Serán apoyadas por el Instituto aquellas Financieras que cuenten con, cuando menos, un año de 

servicio en el mercado de microcréditos. Así como aquellas que se encuentren en proceso de reclamación, demanda 

o controversia ante un cliente institucional o individual. 

Artículo 15. Las Financieras, bajo ninguna circunstancia, condicionarán el crédito a la contratación de servicios 
adicionales o complementarios. 

Artículo 16. Las Financieras que sean apoyadas a través del Inafom están obligadas a otorgar crédito a tasas 

preferenciales, la cual será establecida por el Inafom, previa consulta con el Banco de México, la Secretaría de 

Hacienda y la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 



La tasa de interés que se cobra por el crédito será anualizada y dividida en parcialidades de acuerdo a la 

conveniencia de la financiera y el cliente. De igual forma, esta se ubicará por debajo del nivel mínimo registrado 

durante el último trimestre. 

Artículo 17. Todas las financieras que otorguen microcrédito, sin excepción, deberán inscribirse en el Registro 

Nacional de Financieras, el cual está a cargo de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Las financieras con menos de un año en operación deberán comprobar su presencia en el mercado financiero por 

medio del comprobante de registro emitido por la Secretaría. 

Capítulo IV 

De su Organización Interna 

Artículo 18. Instituto. Instituto Nacional de Apoyo y Fomento al Microcrédito contará con un consejo el cual 

estará integrado de la siguiente manera: 

– Un director general 

– Un subdirector. 

– Un secretario. 

– El titular de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

– El gobernador del Banco de México. 

– El titular de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

– El titular de la Comisión Nacional para la Defensa de los Usuarios de los Servicios Financieros. 

– Tres representantes de las financieras, los cuales serán rotados cada tres años. 

Artículo 19. El director general será propuesto por el Ejecutivo federal y ratificado por el pleno de la Cámara de 

Diputados con la votación a favor de las dos terceras partes de los legisladores. 

Artículo 20. Para ser presidente se deberá ser ciudadano mexicano, mayor de 35 años, en pleno uso de sus 

derechos civiles, no haber sido procesado por algún tipo de delito, certificar una experiencia mínima de cinco años 

en el sistema financiero mexicano. 

Además de lo señalado en el párrafo anterior, deberá cumplir con lo establecido en la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

Artículo 21. El director general durará en su encargo un periodo de cuatro años, con la posibilidad de ser reelecto 
para un periodo inmediato. 

El director general tendrá el voto de calidad, en caso de que existiera una paridad en la votación de algún asunto 

tratado por el consejo. 

Artículo 22. El subdirector será propuesto por el director general electo y ratificado por el pleno de la Cámara de 

diputados con la votación a favor de las dos terceras partes de los legisladores. 



Durará en su encargo tres años y no podrá ser reelecto para el mismo cargo. 

Artículo 23. El secretario será designado por el director general y durará en su encargo tres años, sin que pueda ser 
reelecto para el mismo cargo. 

Artículo 24. En el caso de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, del Banco de México, de la Comisión 

Nacional Bancaria y de Valores y de la Comisión Nacional para la Defensa de los Usuarios de Servicios 

Financieros, los titulares de las dependencias podrán designar a un representante, el cual no deberá tener un nivel 

menor a subsecretario o equivalente. 

Capítulo V 

De las Sanciones 

Artículo 25. Las financieras que operen sin registro ante la Secretaría, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
17 de la presente Ley, quedarán inhabilitadas para continuar operando, debiendo pagar una multa equivalente al 20 

por ciento de su capital social. 

Artículo 26. Perderán su registro para operar y funcionar las financieras que: 

I. Condicione la otorgación de un crédito a la adquisición de algún tipo de servicio o producto adicional. 

II. Cobre una tasa superior a la establecida de acuerdo a lo señalado en la presente ley, o bien, incluya alguna 

tarifa o tasa adicional o compensatoria. 

III. Sin causa plenamente justificada y sustentada no otorgue el crédito solicitado por el cliente. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrara en vigor a partir de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. El Ejecutivo federal tiene un plazo de 180 días hábiles para publicar el Reglamento del Instituto 

Nacional de Fomento al Microcrédito. 

Tercero. El Ejecutivo federal, en coordinación con la Cámara de Diputados, diseñará el proceso de selección para 

la integración del consejo. En un plazo no mayor a 60 días naturales deberán publicar la convocatoria 

correspondiente. 

Cuarto. A partir de la instalación del Consejo del Instituto Nacional de Fomento al Microcrédito, las instituciones 

involucradas, así como las mencionadas en la presente Ley tienen un plazo de 90 días naturales para adecuar sus 

respectivos reglamentos. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de diciembre de 2010. 

Diputado Alberto Jiménez Merino (rúbrica) 

 


